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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

SEGURIDAD SOCIAL / PENSIONES / PENSIÓN DE VEJEZ / REAJUSTE PENSIONAL / ACUMULACIÓN DE TIEMPOS PÚBLICOS CON APORTES SUFRAGADOS EN EL RPM
ACUMULACIÓN DE TIEMPOS PÚBLICOS – Postura de la C.S. de J.
…  a partir de la sentencia SL1981 de 2020, reiterada en las providencias CSJ SL3110-2020, CSJ SL4480-2020, SL182-2021, entre otras, la sala mayoritaria del máximo órgano de la jurisdicción ordinaria laboral, después de analizar nuevamente el tema bajo estudio, concluyó: …”De acuerdo con los anteriores argumentos, la Corte Suprema de Justicia abandona su criterio mayoritario conforme al cual el Acuerdo 049 de 1990, aplicable en virtud del régimen de transición, solo permite sumar cotizaciones realizadas exclusivamente al ISS y, en su reemplazo, postula que sí es posible para efectos de obtener la pensión por vejez prevista en ese reglamento, contabilizar las semanas laboradas en el sector público, sufragadas o no a una caja, fondo o entidad de previsión social. En consecuencia, todos los tiempos laborados, sin distinción al tipo de empleador o si fueron objeto de aportes a pensión o no, son válidos para efectos pensionales.”.
RELIQUIDACIÓN PENSIONAL CON ACUMULACIÓN DE TIEMPO PÚBLICOS Y PRIVADFOS – Requisitos.

Ahora, la posibilidad de reliquidar o ajustar la pensión, en aplicación del Acuerdo 049 de 1990 y sumando tiempos públicos y privados no es irrestricta, como quiera que para que proceda es necesario que al momento del reconocimiento de la pensión que se busca reajustar, también se hubiese cumplido con los requisitos del Acuerdo 049 de 1990. Tal precisión no tendría mayor incidencia en los casos en que se reconoce la prestación en aplicación de la Ley 71 de 1988, como quiera que la densidad de semanas exigidas en esta norma es incluso mayor a la del Acuerdo 049 de 1990 y la edad es la misma (55 años para las mujeres y 60 años para los hombres). Tampoco habría lugar a tal revisión si la prestación que se solicita reajustar fue reconocida directamente en aplicación del Acuerdo 049 de 1990 y solo se pretende aumentar el número de semanas con los tiempos públicos para alcanzar una tasa de remplazo mayor.

Sin embargo, en los casos en que la prestación inicial se reconoce en aplicación de la Ley 33 de 1985 que exige 20 años de servicios y 55 años de edad tanto para hombres como mujeres, sí resulta necesario revisar que, adicional a la densidad de semanas, el afiliado -ahora pensionado- hubiese alcanzado la edad señalada en el Acuerdo 049 de 1990, lo que implica que el hombre debe haber llegado a los 60 años al momento en que se le reconoció la pensión bajo la Ley 33 de 1985.
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SALA PRIMERA DE DECISION LABORAL  
 
Magistrada Ponente: Ana Lucía Caicedo Calderón 
 
Pereira, Risaralda, veinticinco (25) de febrero de dos mil veinticinco (2025) 
 Acta No. 24 del 20 de febrero de 2025
Radicado: 66001310500220200020701
La Sala de Decisión Laboral No. 1 del Tribunal Superior de Pereira, integrada por las Magistradas ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN como Ponente, OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA y el Magistrado GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO, procede a proferir la siguiente sentencia escrita dentro del proceso ordinario laboral instaurado por BERNARDO LARROTA VARGAS en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES.
PUNTO A TRATAR

Por medio de esta providencia procede la Sala a resolver el grado jurisdiccional de consulta de dispuesto en favor del demandante en la sentencia proferida el 03 de septiembre de 2024 por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira. Para ello se tiene en cuenta lo siguiente:
1. LA DEMANDA Y LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA
El señor BERNARDO LARROTA VARGAS persigue que la justicia ordinaria laboral declare que es destinatario del Acuerdo 049 de 1990 en virtud del régimen de transición. En consecuencia, pretende que se condene a COLPENSIONES a reajustar su pensión de vejez a partir del 28 de septiembre de 2013 en cuantía del 90% del IBL, más los intereses moratorios o, en subsidio de estos, la indexación.
Como sustento de lo peticionado, relata que nació el 28 de septiembre de 1953, por lo que cumplió los 60 años en el 2013; que realizó aportes en pensión hasta el 31 de mayo de 2013 y que mediante resolución No. GNR 115220 del 29 de mayo de 2013, confirmada mediante Resoluciones GNR 313704 del 21 de noviembre de 2013 y VPB 19742 del 03 de marzo de 2015, COLPENSIONES le reconoció pensión de vejez, en aplicación de la Ley 33 de 1985.
Refiere que, como por vía administrativa no se accedió a tener en cuenta solo los tiempos públicos para determinar la fecha de retiro del servicio oficial para disfrutar la prestación, acudió a la administración de justicia, empero mediante sentencia del 19 de julio de 2019, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Manizales negó sus suplicas, aduciendo que la pensión debe pagarse desde la fecha de retiro del sistema, siendo confirmada esta providencia por la Sala Laboral del Tribunal Superior de Manizales el 21 de agosto de 2019.
Agrega que el 19 de julio de 2019 radicó ante COLPENSIONES solicitud de reajuste de la pensión de vejez en aplicación del Acuerdo 049 de 1990, a partir del 28 de septiembre de 2013 en cuantía del 90% del IBL, frente a lo cual, la administradora pensional, mediante Resolución SUB 239139 del 02 de septiembre de 2019, aceptó que es beneficiario de la normatividad solicitada y que, con ello su mesada pensional sería superior, no obstante, para acceder a la misma, tendría que autorizar la revocatoria de la resolución que le reconoció el derecho con la Ley 33 de 1985 y reintegrar las mesadas cobradas hasta el 28 de septiembre de 2013.
Señala que, en respuesta a lo anterior, interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación, autorizando expresamente la revocatoria de la Resolución GNR 115220 del 29 de mayo de 2013 y la compensación de las mesadas pagadas hasta el 28 de septiembre de 2013, sin embargo, mediante Resoluciones SUB 313721 del 16 de noviembre de 2019 y DPE 15373 del 27 de diciembre de 2019, COLPENSIONES confirma su anterior decisión y niega el reajuste por motivos distintos, estos son que como a la fecha en que se le reconoció la pensión aun no contaba con 60 años, no era posible acceder al Acuerdo 049 de 1990.

La ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES se opuso a las pretensiones del gestor de la litis argumentando que el reconocimiento pensional a que el demandante tenía derecho se otorgó oportunamente en atención a la normatividad vigente de la época y que, como al momento del reconocimiento no cumplía los requisitos del Decreto 758 de 1990, no puede ahora reliquidarse su prestación con esta última norma. Como excepciones de fondo propuso “prescripción”, “imposibilidad jurídica para reconocer y pagar derechos por fuera del ordenamiento legal”, “buena fe: COLPENSIONES”, “imposibilidad de condena en costas” y “declaratoria de otras excepciones” 
2. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
La jueza de primera instancia declaró probada la excepción de “imposibilidad jurídica para reconocer y pagar derechos por fuera del ordenamiento legal” propuesta por COLPENSIONES y, en consecuencia, negó la totalidad de las pretensiones elevadas por el actor, a quien condenó en costas procesales. 
Para arribar a tal determinación argumentó, en síntesis, previo recuento jurisprudencial sobre la posibilidad de sumar tiempos públicos y privados para reconocer la pensión de conforme al Acuerdo 049 de 1990, que, a pesar de que el actor cumplió con los requisitos de edad y semanas para ser beneficiario del mencionado acuerdo, los mismos no los tenía aglutinados para la fecha de reconocimiento de la pensión de vejez que hizo COLPENSIONES el 29 de mayo de 2013 en virtud de la Ley 33 de 1985, por lo que no hay lugar a acceder a la reliquidación pretendida, tal como lo ha expuesto la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia. 
3. PROCEDENCIA DE LA CONSULTA
Al ser la sentencia totalmente adversa a los intereses del demandante y no ser apelada, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta en su favor, de conformidad con el artículo 69 del C.P.T y de la S.S., modificado por el artículo 14 de la Ley 1149 de 2007.

4. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN/ CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO

Dentro del término conferido para presentar alegatos, ninguna de las partes hizo uso de su derecho.

5. Problema jurídico por resolver

De acuerdo con los argumentos expuestos en la sentencia de primera instancia, le corresponde a la Sala determinar si hay lugar a reliquidar la mesada pensional del actor, en aplicación del Acuerdo 049 de 1990.
 
6. Consideraciones
  
6.1. Postura actual de la Corte Suprema de Justicia frente a la acumulación de tiempos públicos con aportes sufragados en el RPM para aplicar las disposiciones del acuerdo 049 de 1990.

  
Venía sosteniendo la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia que para acceder a las pensiones previstas en el Acuerdo 049 de 1990, no era posible sumar tiempos de servicios públicos no cotizados a los aportes efectivamente sufragados al ISS (Hoy Colpensiones), postura que sentó, entre otras, en sentencias SL16081 de 2016, SL11241 de 2016, SL4031 de 2017 y SL13277 de 2017, SL517 de 2018, SL4010 de 2019 y SL5614 de 2019.  

  

No obstante, a partir de la sentencia SL1981 de 2020, reiterada en las providencias CSJ SL3110-2020, CSJ SL4480-2020, SL182-2021, entre otras, la sala mayoritaria del máximo órgano de la jurisdicción ordinaria laboral, después de analizar nuevamente el tema bajo estudio, concluyó que:   

  
“(i) El sistema de seguridad social, inspirado en el principio de universalidad y el trabajo como referente de construcción de la pensión, reconoce validez a todos los tiempos laborados, sin distinciones fundadas en la clase de empleador (público o privado) a la que se prestaron los servicios, la entidad de previsión a la que se realizaron los aportes o si los tiempos efectivamente laborados no fueron cotizados.  
  
(ii) En tal dirección, el literal f) del artículo 13 refiere que para el reconocimiento de las pensiones del sistema se tendrá en cuenta la suma de las semanas cotizadas al Instituto de Seguros Sociales (hoy Colpensiones) o a cualquier caja, fondo o entidad del sector público o privado, o el tiempo de servicio como servidores públicos, cualquiera sea el número de semanas cotizadas o el lapso laborado.   
  
(iii) Los beneficiarios del régimen de transición, son afiliados del sistema general de seguridad social y, por consiguiente, salvo en lo que respecta a la edad, tiempo y monto de la pensión, las directrices, principios y reglas de la Ley 100 de 1993 les aplica en su integridad, lo que incluye la posibilidad de sumar todas las semanas laboradas en el sector público, sin importar si fueron o no cotizadas al ISS, hoy Colpensiones.   
  
(iv) Esta regla de cardinal importancia la resaltó el legislador en el parágrafo del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, al habilitar para los beneficiarios del régimen de transición, los tiempos públicos y privados, cotizados o no a entidades de previsión social o al ISS.   
  
(v) Para darle viabilidad a esta posibilidad legal de integrar las semanas laboradas en el sector público sin cotización al ISS, la Ley 100 de 1993 y sus decretos reglamentarios regulan extensamente todo un régimen financiación de las prestaciones a través de cuotas partes y títulos pensionales.   
  
De acuerdo con los anteriores argumentos, la Corte Suprema de Justicia abandona su criterio mayoritario conforme al cual el Acuerdo 049 de 1990, aplicable en virtud del régimen de transición, solo permite sumar cotizaciones realizadas exclusivamente al ISS y, en su reemplazo, postula que sí es posible para efectos de obtener la pensión por vejez prevista en ese reglamento, contabilizar las semanas laboradas en el sector público, sufragadas o no a una caja, fondo o entidad de previsión social. En consecuencia, todos los tiempos laborados, sin distinción al tipo de empleador o si fueron objeto de aportes a pensión o no, son válidos para efectos pensionales.”.  
  
Así mismo, en las sentencias SL2557-2020, SL2776-2021 y SL3801-2021, dicha corporación estableció también que el nuevo criterio adoptado por la Alta Magistratura debe aplicarse también en aquellos casos en los que se solicita la reliquidación o reajuste pensional.
Ahora, la posibilidad de reliquidar o ajustar la pensión, en aplicación del Acuerdo 049 de 1990 y sumando tiempos públicos y privados no es irrestricta, como quiera que para que proceda es necesario que al momento del reconocimiento de la pensión que se busca reajustar, también se hubiese cumplido con los requisitos del Acuerdo 049 de 1990. Tal precisión no tendría mayor incidencia en los casos en que se reconoce la prestación en aplicación de la Ley 71 de 1988, como quiera que la densidad de semanas exigidas en esta norma es incluso mayor a la del Acuerdo 049 de 1990 y la edad es la misma (55 años para las mujeres y 60 años para los hombres). Tampoco habría lugar a tal revisión si la prestación que se solicita reajustar fue reconocida directamente en aplicación del Acuerdo 049 de 1990 y solo se pretende aumentar el número de semanas con los tiempos públicos para alcanzar una tasa de remplazo mayor.

Sin embargo, en los casos en que la prestación inicial se reconoce en aplicación de la Ley 33 de 1985 que exige 20 años de servicios y 55 años de edad tanto para hombres como mujeres, sí resulta necesario revisar que, adicional a la densidad de semanas, el afiliado -ahora pensionado- hubiese alcanzado la edad señalada en el Acuerdo 049 de 1990, lo que implica que el hombre debe haber llegado a los 60 años al momento en que se le reconoció la pensión bajo la Ley 33 de 1985. Precisamente este supuesto fue explicado por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en providencia SL3484-2022, así:
“Las anteriores consideraciones serían suficientes para la prosperidad del cargo, si no fuera porque la Sala observa que del material probatorio obrante en el plenario se evidencia que al demandante le fue reconocida y pagada la pensión bajo la Ley 33 de 1985, en virtud del régimen de transición, a partir del 1 de abril de 2014, es decir, en tiempo anterior al cumplimiento de los 60 años de edad exigidos para la pensión de vejez por el Acuerdo 049 de 1990.

En efecto, el recurrente nació el 30 de agosto de 1954, por lo que cumplió los 60 años de edad el mismo día y mes del año 2014, lo que significa que para la fecha en que Colpensiones ordenó el reconocimiento y pago de la pensión, 1 de abril de 2014, aun no reunía las exigencias para causar el derecho según lo dispuesto en el artículo 12 del acuerdo 049 de 1990 y, por esta razón, no tiene derecho a la reliquidación con una tasa de reemplazo del 90%, como así lo solicita.  

Al respecto, conviene recordar que tanto la Ley 33 de 1985 como el Auerdo 049 de 1990 resultan aplicables en virtud del régimen de transición, pero solo en lo que atañe a la edad, tiempo y monto, pues las demás condiciones y requisitos se rigen por las disposiciones contenidas en la Ley 100 de 1993 y, en consecuencia, se hace posible sumar tiempos públicos y privados para efecto de computar las semanas bajo cualquier régimen que cobre vigencia por la transición, con fundamento en el literal f) del artículo 13, el parágrafo 1 del artículo 33 y el parágrafo del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, como lo dijo la Sala, se itera, en la sentencia CSJ SL1947-2020.

En ese orden, debe tenerse presente que el artículo 1 de la Ley 33 de 1985 consagró para el sector público la pensión de jubilación de la siguiente manera: «El empleado oficial que sirva o haya servido veinte (20) años continuos o discontinuos y llegue a la edad de cincuenta y cinco (55) tendrá derecho a que por la respectiva Caja de Previsión se le pague una pensión mensual vitalicia de jubilación equivalente al setenta y cinco por ciento (75%) del salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el último año de servicio».

Por su parte, el artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el decreto 758 de ese mismo año, estableció que tendrán derecho a la pensión de vejez las personas que reúnan los siguientes requisitos: « a) Sesenta (60) o más años de edad si se es varón o cincuenta y cinco (55) o más años de edad, si se es mujer y, b) Un mínimo de quinientas (500) semanas de cotización pagadas durante los últimos veinte (20) años anteriores al cumplimiento de las edades mínimas, o haber acreditado un número de un mil (1.000) semanas de cotización, sufragadas en cualquier tiempo ».

Así las cosas, mientras la Ley 33 de 1985 exigió como requisito para los hombres una edad de 55 años, el Acuerdo 049 de 1990 estableció que la edad requerida era de 60 años, con lo cual se evidencia entre los dos regímenes una diferencia de cinco años en las edades para la causación del derecho, no obstante, en principio, ello no debería impedir la reliquidación pensional basada en la sumatoria de tiempos públicos y cotizados al ISS.

Sin embargo, la reliquidación se torna improcedente cuando la prestación se reconoce inicialmente bajo la Ley 33 de 1985, pero a partir de una fecha en la cual el  afiliado no había cumplido aún los requisitos del Acuerdo 049 de 1990, pues la reliquidación está cimentada en un cambio de régimen y, por ello, para que sea viable deben estar acreditados los requisitos exigidos por ambos regímenes a la fecha del reconocimiento inicial, dado que no existe disposición legal que permita acceder a una pensión de forma temporal y hasta que se cumplan los requisitos consagrados en otra normativa.

De esta manera, si se accede inicialmente al reconocimiento pensional bajo la Ley 33 de 1985 sin el cumplimiento de los requisitos del Acuerdo 049 de 1990, la reliquidación posterior resultaría contraria a derecho, porque al pensionado ya le fueron canceladas las mesadas pensionales que se causaron bajo el régimen inicial, las cuales, de efectuarse la reliquidación, quedaría sin soporte legal su reconocimiento, pero, además, cualquier mecanismo de devolución, retorno o descuento a futuro de lo ya cancelado, distorsiona la aplicación efectiva del régimen de transición y pone en riesgo el funcionamiento del régimen de prima media con prestación definida.

De la misma manera, conviene advertir que diferente es la situación para las personas que inicialmente acceden a la prestación bajo la Ley 33 de 1985, pero cumplen los requisitos del Acuerdo 049 de 1990, situación que suele coincidir en el caso de las mujeres porque en ambos regímenes la edad es de 55 años y, tratándose de hombres, cuando por  cualquier circunstancia no se pensionan sino hasta los 60 años o con posterioridad, eventos en los cuales sí es viable la reliquidación en comento, ya que no se han cancelado mesadas pensionales en períodos anteriores.

En la misma línea, los pensionados que en virtud de la transición accedieron al derecho bajo la Ley 71 de 1988, también son destinatarios de la reliquidación de la pensión en los términos del Acuerdo 049 de 1990, pues las edades tanto de las mujeres como de los hombres son idénticas en los dos regímenes, 55 años para ellas y 60 años en el caso de los hombres, razón por la cual, la reliquidación se hace posible por no haberse recibido mesadas pensionales anteriores a la fecha en que se ordena la reliquidación”.    
El criterio allí sentado fue referenciado en las providencias SL1832-2024 y SL2364-2024.

6.2. Caso concreto
Son hechos que se encuentran probados, conforme la documental que reposa en el cartulario, los siguientes:

i. El señor BERNARDO LARROTA VARGAS nació el 28 de septiembre de 1953 y, por ello, arribó a los 55 y 60 años el mismo día del 2008 y 2013, respectivamente
. De la edad del actor también se desprende que al 01 de abril de 1994 contaba con más de 40 años, por lo cual, es beneficiario del régimen de transición.
ii. En toda su vida laboral, cotizó 1.840.14, entre los que se destacan tiempos como servidor público de la Fiscalía General de la Nación, aportes como trabajador independiente y al servicio de personas jurídicas

iii. El actor solicitó la pensión de vejez el 14 de marzo de 2012, siéndole concedida la prestación mediante resolución GNR 115220 del 29 de mayo de 2013, en virtud de la Ley 33 de 1985. El reconocimiento se efectuó en cuantía de $1.831.559, con fecha de estatus 28 de septiembre de 2008 y efectividad el 01 de junio de 2013
.
Conforme a lo anterior, atendiendo las precisiones expuestas por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia SL3484-2022, no son necesarias mayores elucubraciones para encontrar acertadas las conclusiones a las que llegó la a-quo en la providencia consultada, como quiera que cuando al señor LARROTA VARGAS le fue reconocida la pensión en aplicación de Ley 33 de 1985 -01 de junio de 2013- no había cumplido con la edad exigida en el Acuerdo 049 de 1990 -60 años- y, por ello, no es procedente reliquidar la prestación con esta última normatividad.

En este punto debe aclararse que, si bien en otros casos la Sala Mayoritaria ha considerado procedente la acumulación de tiempos públicos y privados para la reliquidación de la pensión de vejez conforme al Acuerdo 049 de 1990, ello obedeció a que desde el reconocimiento pensional se cumplían los requisitos para que ello fuese posible, bien porque se había reconocido desde el inicio con el Acuerdo 049 de 1990 pero sin tener en cuenta los tiempos públicos o, bien porque la pensión estaba gobernada por la Ley 71 de 1988 o la Ley 100 de 1993 modificada por la Ley 797 de 2004, que exigen requisitos mayores y, por ello, el único impedimento para que se aplicara el mencionado acuerdo en sede administrativa, era la interpretación restrictiva de la norma.  
En consecuencia, por lo brevemente expuesto, se confirmará la sentencia de primera instancia. Sin costas en esta sede, al conocerse el proceso en virtud del grado jurisdiccional de consulta.


En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Primera de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida 03 de septiembre de 2024 por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral promovido por por BERNARDO LARROTA VARGAS en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES.
SEGUNDO: Sin constas en esta instancia. 
Notifíquese y cúmplase.
La Magistrada ponente,

Con firma electrónica al final del documento

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

La Magistrada y el Magistrado,

Con firma electrónica al final del documento

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
Aclara voto
Con firma electrónica al final del documento

GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO
� Pág. 01, archivo 04, cuaderno de primera instancia. 


� Páginas 345 a 355, archivo 15, cuaderno de primera instancia


� Págs. 15 a 20, archivo 04, cuaderno de primera instancia.





1
2

